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SÉPTIMO INFORME

El Programa de Políticas de Drogas de la Beckley Foundation (BFDPP) es una nueva iniciativa dedicada a hacer una revisión eficaz e independiente de la eficacia de los programas nacionales e internacionales de políticas de drogas. El objetivo de este programa de investigación y análisis es de recoger y distribuir material que apoya el pensamiento racional sobre los temas complejos relacionados a las drogas y, así, fomentar un manejo más eficaz, en el futuro, del uso de las sustancias psicoactivas.
RESUMEN

El sistema actual global de control de drogas ilegales tales como la heroína, la cocaína y el canabis, está dictado por los tres Acuerdos de las Naciones Unidas de los años 1961, 1971 y de 1988. Establecido por el Acuerdo sobre las Drogas Narcóticas de 1961, el Consejo Internacional de Control de Narcóticos (INCB o Consejo) es la organización que se ocupa de controlar la implementación de los Acuerdos y de avisar a los países socios y a la comunidad internacional sobre cualquier problema con el sistema o su implementación. Aunque se conoce bien y se admira el rol que tiene el Consejo en el control del mercado legal de sustancias de uso médico y científico, hay dudas sobre su manera poco equilibrada de contribuir a los complejos debates sobre el tema de los mercados de las drogas ilegales y las maneras en las que se debería intervenir. En consecuencia, las críticas hacia el Consejo dicen que el consejo ha cambiado su rol del mandato que tenía de organismo de control de los Acuerdos – de describir la situación global y llamar la atención a los retos y dilemas – para acabar siendo un guardián de la pureza de los acuerdos, poniendo en cuestión cualquier política o actividad que no esté dentro de lo que el Consejo piensa que es la visión original del sistema de control. Tomando una posición tan rígida, el Consejo sabotea su propia autoridad y corre el peligro de ser visto como irrelevante los retos cambiantes que tienen los gobiernos nacionales y las autoridades municipales en sus actuaciones al uso extendido de las drogas. 
EL CONSEJO INTERNACIONAL DE CONTROL DE NARCÓTICOS Y SU ROL EN EL SISTEMA INTERNACIONAL DE CONTROL DE DROGAS
El Consejo, que tiene su sede en Viena, según sus propias publicaciones, es el organismo independiente y pseudo-judicial de control de la implementación de los Acuerdos de las Naciones Unidas enfocados en la prohibición de las drogas. Existe el Acuerdo sobre Drogas Narcóticas de 1961 (puesto al día por el Protocolo de 1972), el Acuerdo sobre sustancias psicotrópicas de 1971 y el Acuerdo Sobre el Tráfico Ilegal de Drogas Narcóticas y Sustancias Psicotrópicas de 1988. El Consejo, establecido en 1968 según el Acuerdo de 1961 (1), es un organismo que se supone que es independiente de todo gobierno y también de las Naciones Unidas. 
Socios
Los trece socios, son principalmente farmacólogos, farmacéuticos, abogados, policías y médicos. Según el Artículo Nueve del Acuerdo de 1961, éstos deberían ser personas “que se harán respetar por su competencia, imparcialidad y neutralidad”. Los socios son elegidos por voto secreto por el Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas (ECOSOC), tendrán un mandato de cinco años y podrán ser re-elegidos. Cuando el ECOSOC elige a los socios deben incluir en el Consejo “representación geográfica” y estar seguros de incluir a “personas que tienen conocimientos sobre la situación de las drogas en los países de producción y de consumo”. Además, tres socios del Consejo con experiencia médica, farmacológica o farmacéutica se deben escoger de una lista de personas nominadas por la Organización Mundial de la Salud (OMS). El Consejo elige su propio presidente y otros oficiales que crea necesarios para la duración de un año (2) y se reúne en sesiones cerradas dos veces al año o más si lo considera necesario. 
(1) Aunque esto es el caso, el Consejo ha tenido antecesores que datan de los tiempos de la Liga de las Naciones. 

(2) Por ejemplo: Primer Vice-presidente, Segundo Vice-presidente, Presidente del Comité de Presupuestos.

Socios Actuales del Consejo
Joseph Bediako ASARE. País: Ghana. 
Biografía: Nacido en 1942. Asesor privado y psiquiatra. Academia Médica de Cracovia, Polonia (1965-1971); estudios de post-grado en los hospitales Graylands y Swanbourne en Perth, Australia (1976-1977). Ha tenido altos cargos en el Reino Unido y en Ghana, incluyendo Director de Psiquiatría en el Servicio de Salud de Ghana y especialista en el Hospital Psiquiátrico de Accra. Es socio del Consejo desde el 2005. Su mandato acaba el 1 de marzo del 2010.
Sevil ATASOY. País: Turquía. 

Biografía: Nacido en 1949. Director y Profesor de Ciencias Forenses en el Instituto Forense de la Universidad de Estambul (desde 1988); profesor de bioquímica en la escuela de medicina Cerrahpasa en la Univesidad de Estambul (desde 1988). Ha tenido muchos cargos en Europa y en los Estados Unidos y ha estado implicado en las actividades de control de drogas de la Unión Europea y de las Naciones Unidas. Socio del Consejo desde el 2005. Su mandato acaba el 1 de marzo del 2010.
Madan Mohan BHATNAGAR. País: India.
Biografía: Nacido en 1934. Licenciado en Derecho y Maestría en Ciencias Políticas (1955). Ha tenido varios altos cargos en relación al control de drogas en el gobierno de la India y en organismos internacionales. Socio del Consejo desde el 2002. Su mandato acaba el 1 de marzo del 2007. 

Elisaldo Luiz de ARAUJO CARLINI. País: Brasil*. 
Biografía: Nacido en 1930. Profesor de psicofarmacología en la Univesidad Federal de Sao Paolo (desde 1978); Director del Centro Brasileño de Información sobre Drogas Psicotrópicas (desde 1988). Socio del Consejo desde el 2002. Su mandato acaba el 1 de marzo del 2007.

Tatyana Borisovna DMITRIEVA. País: Federación Rusa. 

Biografía: Nacida en 1951. Directora del Centro Estatal de Investigación de Psiquiatría Social y Forense V.P.Serbsky. Directora Psiquiatra Experta del Ministerio de Salud y Desarrollo Social de la Federación Rusa (2005). Profesor de medicina, desde 1993. Ha tenido varios altos cargos en la Federación Rusa, incluyendo Ministra de Salud (1996-1998). Socia del Consejo desde el 2005. Su mandato acaba el 1 de marzo del 2010.
Philip O. EMAFO. País: Nigeria*. 

Biografía: Nacido en 1036. Fue asesor de la Organización de la Unidad Africana en Addis Ababa. Profesor de bioquímica y microbiología farmacológica y Director de los Servicios de Farmacología del Ministerio Nacional de Salud de Nigeria. Director del Consejo de Farmacéuticos de Nigeria. Socio del Consejo desde el 2000. Presidente del Consejo (2002-2003). Su mandato acaba el 1 de marzo del 2010.

Gilberto GERRA. País: Italia.

Biografía: Nacido en 1956. Coordinador del Centro de Estudios sobre las Adicciones, el Servicio de Adicciones del Departamento de Salud de Parma, Italia. Profesor de psicofarmacología (tiene una maestría en neurología) en la Universidad de Parma. Socio del Consejo desde el 2004. Su mandato acaba en el 2007.

Hamid GHODSE. País: Iran (República Islámica)*.

Biografía: Nacido en 1938. Profesor de Psiquiatría y de Política Internacional de Drogas en la Universidad de Londres (desde 1987). Director del Centro Internacional sobre Políticas de Drogas en la Escuela de Medicina del Hospital St. George en Londres (desde el 2003); Presidente de los Centros de Colaboración de Estudios sobre las Adicciones (desde 1992). Socio del Consejo desde 1992. Presidente del Consejo (1993, 1994, 1997, 1998, 2000, 2001, y 2004). Su mandato acaba en el 2007. 

Melvyn LEVITSKY. País: Estados Unidos.

Biografía: Nacido en 1938. Embajador Jubilado del Servicio Diplomático de los Estados Unidos. Profesor de Relaciones Internacionales y Administración Pública, en la Escuela Maxwell de Ciudadanía y Relaciones Públicas en la Universidad de Syracuse. Fue Sub-Secretario del Estado de Cuestiones Narcóticas (1989-1993). Socio del Consejo de la Fundación América Libre de Drogas. Socio del Consejo desde el 2003. Su mandato acaba en el 2007.

Robert LOUSBERG. País: Holanda. 

Biografía: Nacido en 1941. Fue Director de la Oficina de Control de Drogas y Psicotrópicos de Holanda. Fue científico en el Nacional Institute of Health, Bethesda, Maryland, Estados Unidos. Es profesor de la Univesidad de Utrecht, Holanda. Lleva muchos años implicado con las Naciones Unidas en temas de control de drogas. Es socio del Consejo desde el 2002. Su mandato acaba en el 2007.  
Rainer Wolfgang SCHMID. País: Austria. 

Biografía: Nacido en 1949. Profesor Asociado, Departamento Medicina y de Diagnósticos Médicos, Hospital Universitario de Viena, Universidad Médica de Viena. Director de la Sección de Análisis Biomédicos y Toxicología. Socio del Consejo desde el 2002. Su mandato acaba en el 2007.
Camilo URIBE GRANJA. País: Colombia.

Biografía: Nacido en 1963. Director Médico del Hospital San Martín; toxicólogo en las Clínicas Marly y Palermo; Director General, Nueva Clínica Fray Bartolomé de las Casas; asesor del Consejo Nacional de Drogas. Ha sido profesor en numerosas universidades en estudios forenses y toxicología clínica y ha estado implicado extensivamente en organizaciones internacionales de toxicología. Socio del Consejo desde 2005. Su mandato acaba en el 2010.

Brian WATTERS. País: Australia.
Biografía: Nacido en 1935. Presidente del Consejo Nacinal sobre Drogas de Australia (desde 1998). Licenciado en sociología médica por la Univesidad de Newcastle, Australia. Formado en Counselling para adicciones en la Universidad de Newcastle. Formado como capellán psiquiátrico. Comandante en el Ejercito de la Salvación (1975-2000). Presidente de la Red de Agencias de Alcohol y Drogas en New South Wales; miembro del Consejo Asesor sobre Drogas del Ministro de Salud de New South Wales. Socio del Consejo desde 2005. Su mandato acaba en el 2010.

*Elegido por el ECOSOC entre los propuestos por la OMS. (Para ver las biografías completas de los socios ver http://www.incb.org/incb/en/membership.html     

El Consejo tiene un secretariado que ayuda en las tareas del acuerdo. El secretariado es una “entidad administrativa” de la Oficina de las Naciones Unidas sobre las Drogas y el Crimen (UNODC), “pero informa sólo al Consejo sobre cuestiones importantes” (INCB 2005).
El Consejo colabora con otros organismos internacionales que tratan el tema del control de drogas, no sólo el ECOSOC y su Comisión sobre Drogas Narcóticas (CND), que es el organismo central dentro de las Naciones Unidas que se ocupa de temas relacionados con las drogas, sino también con las agencias especializadas de las Naciones Unidas. La más importante de estas es la OMS. El Consejo también colabora con organizaciones fuera del sistema de las Naciones Unidas, sobre todo con la Policía Internacional contra el Crimen (INTERPOL) y el Consejo de Colaboración de Aduanas (también conocido como la Organización Mundial de Aduanas) (INCB 2005).
El doble rol del Consejo
Según las funciones marcadas por los tres Acuerdos de las Naciones Unidas, el Consejo esencialmente hace un rol dual ya que se preocupa por las drogas legales y las ilegales. En relación al tema de las drogas legales: el Consejo se asegura que haya la necesaria cantidad de drogas legales para uso médico y científico y que no sean desviadas hacia el mercado ilegal. El Consejo también monitoriza el control de los gobiernos sobre sustancias químicas utilizadas en la fabricación de drogas legales y aconseja cómo evitar el desvío de tales sustancias a los mercados ilegales. Sobre la fabricación, la venta y el uso de drogas ilegales, el Consejo “identifica puntos flojos en los sistemas de control nacionales e internacionales y contribuye a corregir tales situaciones” (INCB 2005). También es responsable de asesorar el uso de sustancias químicas en la fabricación de drogas ilegales para determinar si se deben poner bajo control internacional. 
Para llevar a cabo estas responsabilidades, el Consejo:

· Administra un sistema de estimación sobre las drogas narcóticas y un sistema de asesoramiento voluntario sobre las sustancias psicotrópicas y monitoriza las actividades legales relacionadas a las drogas a través de sistemas de información de los gobiernos, con la idea de ayudarles a conseguir, entre otras cosas, un equilibrio entre oferta y demanda. 
· Monitoriza y promociona las medidas tomadas por los gobiernos para prevenir el desvío de sustancias frecuentemente utilizadas en la fabricación de drogas legales y asesora tales sustancias para ver si se necesita cambiar los poderes de control del Acuerdo de 1988. 

· Analiza información que dan los gobiernos, las agencias de las Naciones Unidas, agencias especializadas u otros componentes de organizaciones internacionales con la idea de asegurarse que las provisiones de los acuerdos sobre el control de drogas se llevan a cabo adecuadamente por los gobiernos y recomienda medidas para mejorar. 

· Mantiene un diálogo permanente con gobiernos para ayudarles a llevar a cabo sus obligaciones bajo los acuerdos internacionales de control de drogas y recomienda, cuando es necesario, que tengan ayuda técnica o económica. Este proceso de diálogo implica que el Consejo viaje a ciertos países cada año. (Ver http://www.incb.org/e/index.htm)

Los poderes formales del Consejo
Mientras el Consejo tiene como tarea el monitorizar las políticas de drogas nacionales y asesorar su relación con los acuerdos, es importante tomar nota de que el Consejo no tienen poderes policiales para asegurarse que los Acuerdos se llevan a cabo (De Ruyver et al, 2002). Como se verá más adelante, se reconoce que el Consejo a menudo utiliza presión informal para animar el que se lleve a cabo lo que cree que son los Acuerdos. La eficacia de esta presión informal depende, hasta cierto punto, del potencial del Consejo para utilizar sus poderes anteriores. Éstos tienen su origen en el Artículo 14 del Acuerdo de 1961 y constituye un gran abanico de acciones que aumentan en dureza dependiendo de las respuestas de los gobiernos a las demandas y propuestas del Consejo.
Si, bajo ciertas condiciones “el Consejo tiene razones objetivas para creer que las metas de Acuerdo están seriamente en peligro a causa de algún error u omisión de algún partido, país o territorio que no lleva a cabo las necesidades de este Acuerdo”, el Consejo tiene el derecho a proponer consultas confidenciales con el gobierno en cuestión y a pedir explicaciones. Si, además, sin “ningún error en la implementación de llevar a cabo este Acuerdo, un partido, país o territorio, muestra que está en grave riesgo de ser un núcleo importante de cultivo de drogas ilegales, o de su tráfico o consumo, el Consejo tiene el derecho de proponer que el gobierno el cuestión comience un proceso de consulta con el Consejo”. En este contexto, el Consejo puede pedir a un gobierno que “tome medidas para mejorar” o proponer que el gobierno haga un estudio del tema en cuestión con el objetivo  de llevar a cabo medidas para corregir la situación. Si el Consejo concluye que el gobierno no da explicaciones satisfactorias y que no toma las medidas para corregir la situación o que “hay una situación que requiere una acción cooperativa a nivel internacional con la idea de remediar la situación”, puede informar de esta situación a los Participantes del Acuerdo, al ECOSOC y a su Comité. Bajo el artículo 14, el no resolver el problema de otra manera podría, después de tener en cuenta los informes del Consejo y del CND, llevar al ECOSOC a llamar la atención de la Asamblea General de las Naciones Unidas. (3) El proceso de consulta es una cuestión seria para los países socios. Por ejemplo, el Consejo está, en este momento en consulta con Afganistán sobre la situación del control de drogas en ese país habiendo invocado el Artículo 14 del Acuerdo del 2000. Este hecho esta publicado en el informe anual del Consejo con lo cual es bien conocido. 
Estas medidas de “nombrar y avergonzar” están alentadas por la posibilidad de embargos de drogas. Lo que se llamó “una opción nuclear” sigue existiendo en los Acuerdos de 1961 y de 1971 (4). Con lo cual, cuando en diálogo con todos los implicados, si el ECOSO y el CND se dan cuenta de que no se están llevando a cabo las obligaciones bajo los Acuerdos, el Consejo puede recomendar que “se pare la importación de drogas, la exportación de drogas a y del territorio o del país en cuestión” durante un tiempo designado o hasta que se pueda verificar que se está satisfecho con la situación en el país o territorio. Como explicado antes, en referencia al Acuerdo de 1988, los poderes del Consejo están bastante reducidos y no se ha tomado medidas para que el Consejo tome pasos contra lo que cree que es un fallo por parte de un gobierno u otro. Aunque nunca se han puesto en práctica tales sanciones, son un mecanismo para animar lo que el Consejo considera ser un acuerdo vigente. Por ejemplo, en los años desde que el Acuerdo fue ratificado en 1968, el Consejo sólo ha amenazado con acción contra países cinco veces. Las sanciones fueron evitadas después que cada país rectificara. Según Herbert Schaepe, Secretario del Consejo entre 1991-2004, “Finalmente el tema se arregló porque la presión era tal que ese país no quería ser denunciado al Consejo Social y Económico como uno que estaba rompiendo el Acuerdo” (Mann 1999). Aunque no se sancionó formalmente a Australia, el consejo hizo saber que el país podría hacer frente a un embargo de sus exportaciones de opio si no repensaba su posición sobre la salas de inyección de heroína en 1990, una consideración de gran importancia dado el negocio lucrativo de venta legal de opio de Tasmania. El punto de vista del Consejo creaba confusión a nivel nacional y, por consecuencia, un retraso en la implementación de la intervención. Como dijo Neil Boister: “Aunque estos poderes (sobre las sanciones) nunca han sido utilizadas, representan instrumentos potencialmente poderosos para obligar a seguir las obligaciones de los acuerdos sobre las drogas”. En este caso en particular, la decisión del Consejo no se pudo cambiar por un organismo superior (Boister 2001). Está claro que estos poderes dan al Consejo un rol persecutorio y pseudo-judicial.
El Consejo ocupa, claramente un sitio central en el sistema internacional de control de drogas. No sólo tiene la responsabilidad de monitorizar la obediencia a los tratados, sino que también tiene la autoridad de denunciar lo que percibe son infracciones a organismos influyentes dentro de las Naciones Unidas y, por consecuencia, ejerce bastante presión sobre los países socios. De esta manera hace un rol parecido al de otros organismos de la Organización. Por ejemplo, entre sus muchas tareas, la Agencia Internacional de Energía Atómica es la que vigila los tratados internacionales que tienen como objetivo contener la diseminación o distribución ilegal de armas nucleares o materiales (Fasulo 2004). Tiene el poder de denunciar violaciones percibidas al Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas. Dada la seriedad del tema y el rol clave del Consejo, es imperativo que ese organismo haga sus tareas de una manera equilibrada y sofisticada dentro del marco determinado por los Acuerdos. 
(3) Un proceso similar se detalla en el Acuerdo de 1971 sobre Sustancias Psicotrópicas aunque no incluye la oportunidad de implicar la Asamblea General.

(4) El Artículo 19 del Acuerdo de 1971 sigue el del Acuerdo de 1961 pero dentro del enfoque del acuerdo se refiere a “sustancias psicotrópicas particulares” en vez de “drogas”.

LOS INFORMES ANUALES DEL CONSEJO (INCB)
Basado de en las actividades descritas anteriormente, el Consejo publica un informe anual. Estos informes se entregan al ECOSOC a través del CND y los participantes de los Acuerdos dan su permiso para su distribución sin restricciones (5).

Lanzado por el Consejo cada mes de marzo, los informes dan la valoración sobre la situación global en el año previo, incorporando datos hasta noviembre de ese año. Esto es para asegurarse de que “los gobiernos estén al día de la situaciones potenciales que pueden poner en peligro los objetivos de los acuerdos internacionales de control de drogas”. Los informes llaman “la atención de los gobiernos a las carencias y puntos débiles en el control nacional y la conformidad y se hacen sugerencias y recomendaciones para mejorar a nivel nacional e internacional”. (INCB 2995). “Como un organismo imparcial, el Consejo también intenta identificar y predecir tendencias peligrosas y sugerir medidas necesarias a tomar”. (http://www.incb.org/incb/en/mandate.html)
Desde 1992, el primer capítulo del informe anual ha sido dedicado a un tema sobre el control de drogas específicamente sobre el cual el Consejo presenta sus conclusiones y recomendaciones “para contribuir a las discusiones y decisiones en el control de drogas nacional, regional e internacional”. Por ejemplo, en el informe del 2002, el capítulo era sobre el Desarrollo Económico y las Drogas Ilegales y en el 2003 el tema fue las Drogas y la Violencia: El Impacto al nivel “micro”. El capítulo 1 de informe del 2004 se enfocaba en la interacción entre la oferta y la demanda, con un énfasis especial en la necesidad de un enfoque integrado y equilibrado. Después del primer capítulo temático, los informes examinan el funcionamiento del sistema de control de drogas internacional y dan un análisis detallado por continente de la situación mundial. 

Los informes están entre los documentos claves publicados en el sistema de control de drogas de las Naciones Unidas En su libro de 1975, The Gentlemen’s Club: Internacional Control of Drugs and Alcohol, en el que los autores hacen un análisis profundo del Consejo, dicen: “El informe es uno de los medios que usa el Consejo para poner presión moral, con lo cual contiene muchas peticiones, declaraciones y expresiones de acuerdo y desacuerdo, según el caso” (Bruun, Pan & Rexed 1975). Después de treinta años esto sigue igual. Los informes siguen estableciendo el tono para el debate en la comunidad internacional. El proceso de poner presión moral también ha aumentado por el rol que tiene el Consejo dentro del sistema de las Naciones Unidas. Como ya se ha discutido en otro momento, se puede argumentar que la imagen de las Naciones Unidas como organización con buenas intenciones, es un factor crucial en el funcionamiento del régimen internacional de control de drogas. Es verdad que últimamente las Naciones Unidas ha suavizado su retórica asociada con el control de drogas y ha dejado de utilizar palabras como “el mal” y “azotar” (Room, 1999). Pero, de toda maneras, sigue poniendo bastante presión sobre las naciones para adaptarse a las normas establecidas por el uso dominante de un lenguaje en el que las drogas que están definidas como ilegales se les llama “un peligro para la humanidad” y que, por consecuencia, los ideales de las Naciones Unidas van más allá de las preocupaciones de la comunidad internacional (Bewley-Taylor, 2001). Las posibles implicaciones de desviarse de las normas son un factor importante en determinar cómo los países firmantes de los acuerdos de drogas de las Naciones Unidas formulan y aplican sus legislaciones domésticas (Andreas 1999, Bewley-Taylor 2003). Aunque es técnicamente independiente, ya que el informe anual del Consejo es independiente de cualquier otro organismo de las Naciones Unidas, el Consejo deriva bastante autoridad moral por su relación con las Naciones Unidas. Tiene un aire de buenas intenciones por su asociación. Un vistazo sobre la cobertura de la prensa cuando se lanzan los informes anuales en marzo cada año, refuerza este punto de vista (6). Y tanto que el presidente del Consejo, el profesor Hamid Ghodse, dijo en 1998 que como los informes reciben “…tan buena cobertura en los medios de comunicación, esto ayuda a acelerar los cambios que el Consejo quisiera ver en ciertos países” (Ghodse, 1998). Aún sin utilizar las cláusulas de “nombrar y acusar” del artículo 14 del Acuerdo de 1961, el Consejo puede mostrarse a favor o en contra de ciertas naciones. 
“Imparcialidad” del Consejo

Es esencial recordar que, como organismo de monitorización de la implementación de los acuerdos de control de drogas, todo lo que publica en Consejo, en especial en informe anual, está escrito dentro del contexto de la interpretación del Consejo de los Acuerdos. Como es de suponer, como dijo su vice-presidente en 1971, el Consejo no es sólo un organismo “para recoger estadísticas, ya que un ordenador podría hacer eso” (Bruu, Pan & Rexed 1975). Dadas las ambigüedades y la flexibilidad que existen en los acuerdos sobre el control de drogas, la perspectiva del Consejo no es, sin embargo, universal. Con lo cual, aunque se vea como un organismo independiente y se define como “imparcial”, el Segundo Acuerdo le da autoridad para tomar acción si tiene “razones objetivas (cursiva añadida) para creer que los objetivos de ese Acuerdo están seriamente en peligro”, con lo cual es difícil que el  Consejo sea realmente neutro. Por consecuencia, y como se demostrará, cualquier desacuerdo con el Consejo puede hacer que lo que era una circunstancia nacional sobre cómo aplicar una normativa, lleve a la recomendación de medidas correctivas cuando el Consejo lo vea necesario. Es posible argumentar que hay cierta tensión entre los estados naciones y el Consejo dentro del sistema de control de drogas de las Naciones Unidas. La interpretación rígida que ha tomado en Consejo en los últimos años, por ejemplo, ha resultado en una relación tensa entre algunas de las naciones que han decidido interpretar los Acuerdo desde una perspectiva menos rígida y la organización en la cual hay 13 socios.
Y al revés: parece que un punto de vista más experimental de los acuerdos por parte del Consejo genera malestar entre los países que quieren ser vistos como duramente prohibicionistas. Las fluctuaciones en la dirección de las políticas de drogas en las naciones socias se añaden a los cambios de posiciones del Consejo lo cual resulta que no se puede llegar a un consenso sobre los contenidos y recomendaciones. 
Puntos débiles en los informes anuales recientes

Aún así, el funcionamiento del Consejo dentro del sistema de control depende mucho de la calidad de los informes anuales. Para que el sistema funcione como se suponía, lo que es un asesoramiento subjetivo de la aplicación del tratado necesita ser apoyado por una descripción uniforme de la situación global y con una buena explicación de las interpretaciones del Consejo de los Acuerdos. Si examinamos recientes informes del Consejo muestran que, de muchas maneras, consiguen dar información sobre una cantidad impresionante de temas complejos. Aunque dependiendo de la calidad de los datos recibidos de los países socios, los informes en general ofrecen una información bastante fiable y equilibrada de la situación mundial al mismo tiempo que dan predicciones útiles para el futuro y posibles problemas en relación a las drogas legales e ilegales. Efectivamente, los informes reflejan los éxitos del Consejo en monitorizar y ayudar a regular el mercado de drogas legales. Pero el análisis del contenido sustancial y estructural muestra que uno de los puntos fuertes de los informes, sobretodo en relación a las drogas legales, están acompañados de puntos débiles, sobre todo cuando el Consejo se enfoca en áreas más subjetivas de análisis de las políticas de drogas ilegales. Estas carencias se pueden ver alrededor de cuatro temas interconectados y que se repiten.
(i) Posiciones inconsecuentes sobre debates políticos
Como guardián de la implementación de los Acuerdos, es importante que el Consejo mantenga una posición consecuente y equilibrada sobre los debates sobre políticas y cómo estas políticas emergentes encajan con las obligaciones de los acuerdos de los gobiernos nacionales. Recientemente, tal consistencia ha sido difícil de mostrar en relación, por ejemplo, con el principio de lo que se puede llamar el paradigma de reducción de daños y la aplicación de intervenciones específicas en reducción de daños en un número creciente de estados. 
Es verdad que todas las discusiones alrededor del concepto de la reducción de daños se complican según la interpretación del concepto; una situación que sin duda impacta la posición del Consejo en este tema. Por ejemplo, hace ya tanto tiempo como en 1993, el Consejo dijo sobre la reducción de daños que era una “estrategia terciaria” con el fin de reducir la demanda (INCB 1993). En el 2000 fue más lejos y expresó su pesar de que la reducción de daños había “desviado la atención (y en algunos casos, fondos) de los Gobiernos de actividades importantes de reducción de la demanda tales como prevención primaria o tratamiento enfocado en la abstinencia” (INCB 2000). Pero, tres años después, en lo que se podría ver como un intento de apropiarse de la expresión, el Consejo dijo, “que el objetivo de los Acuerdos eran reducir daño” (INCB 2003). Mientras este es el caso, aún más allá de los dilemas de definición, la manera en la que el Consejo ha abordado el tema de la reducción de daños es problemática. 
Al examinar esto, es interesante mirar el prólogo del informe del Consejo del 2004. Reflejando un aumento en la conciencia sobre el significado y la discusión del fenómeno a niveles nacionales e internacionales, el Consejo subraya el tema de la infección del VIH/SIDA entre “abusadores” de drogas inyectables. El presidente de Consejo, el profesor Hamid Ghodse, anima a los gobiernos a hacer algo sobre la ignorancia que hay sobre el VIH/SIDA y sus modos de transmisión y buscar maneras de limitar la propagación del VIH. Pero, avisa de que las políticas de los gobiernos “no perpetúan el circulo vicioso de la inyección de drogas y el VIH/SIDA” y que “medidas para prevenir la propagación enfermedades infecciosas no se pueden ver como facilitando ni promocionando el abuso de las drogas que es, en el fondo, el problema” (INCB 2005). Este enfoque dice mucho. Un enfoque en el que se asegura que las políticas gubernamentales no continúan la conexión entre de las enfermedades infecciosas y es uso de drogas por vía parenteral es un tema que se repite en varios sitios en el informe. Aunque el informe anima a los gobiernos a “encontrar maneras de limitar la extensión del VIH”, la ausencia de alguna referencia a intervenciones como el intercambio de jeringas en el prólogo o en cualquier otro sitio de la publicación, muestra que el Consejo continua a tener reticencias a hablar abiertamente, no sólo de los principios de reducción de daños, si no también de las posible intervenciones. 
Otro ejemplo tiene que ver con el tratamiento sustitutivo. Cuando hablaba del espacio dado al tema de la reducción de daños en el informe del 2004, el expresidente de la Asociación Internacional de Reducción de Daños, Dr.Alex Wodak, mencionó la actitud del Consejo sobre la reducción de daños era floja (Wodak, comunicación personal 2004). Hablando de sus preocupaciones en una carta a Hamid Ghodse, Dr.Robert Newman, Profesor de Epidemiología, Salud Poblacional y Psiquiatría en el Albert Einstein College of Medicine, dijo, “no se menciona – ni se da ningún apoyo” – al uso del tratamiento agonista con opiáceos”. Cuando se refería a la situación en algunos países de la vieja Unión Soviética que no están muy a favor del tratamientos sustitutivos, Newman observó que el informe menciona el Acuerdo de 1961 y el protocolo añadido citando “su consejo de que se establezca un sistema de controles administrativos y de sanciones penales y además de la prevención del abuso de drogas y de tratamiento de abusadores (cursivas en el original)”. “Pero”, continúa, “no hay una palabra de crítica en el informe del Consejo dirigida a ninguno de estos países por no insistir con el llevar a cabo el acuerdo” (Newman 2005).
El Consejo sigue un patrón que ya está bien establecido en sus informes que es el de sólo hablar de reducción de daños cuando critica a naciones que implementan políticas que van en contra los Acuerdos de las Naciones Unidas. Esto ocurre sobre todo cuando “se habla de narcosalas, consumo y/o inhalación u otros sitios en los cuales drogas ilegales son administradas” (INCB 2005). En el informe del 2004 se vio que “naciones socias de la Unión Europea” y, en informes previos, a Australia, eran criticadas mientras países “con políticas de control tan diversas como Dinamarca y Portugal” eran apoyadas por estar en contra de las narcosalas. El Consejo repitió que “las narcosalas van en contra el principio central de los Acuerdos internacionales de control de drogas, sobre todo el de que las drogas sólo pueden ser administradas para usos médicos y científicos” (INCB 2005).
Aunque tal punto de vista sea incongruente y desequilibrado, se puede entender ya que el Consejo es muy poco flexible en su interpretación del Acuerdo. Surgen más dificultades con la posición del Consejo cuando se mira en un contexto más amplio internacional en el cual funciona. Como ya está bien documentado, hay un gran conflicto sobre el principio de reducción de daños en el sistema de control de drogas de las Naciones Unidas (Jelsma & Metaal 2004, Wolfe & Malinowska-Sempruch 2004). Lo que se ha llamado el triángulo de control del Programa Internacional de Control de Drogas (UNDCP), el CND y el Consejo, en general, siguen un camino que contradice lo establecido por la OMD, UNAIDS y el programa de desarrollo de las Naciones Unidas (7). Éstos últimos usan el concepto de reducción del daño/riesgo de una manera natural (TNI 2003ª). Tales inconsistencias en el sistema no ayudan a legitimar la autoridad legal del Consejo cuando se comentan opciones en políticas de otros actores dentro del sistema internacional: los estados soberanos. Aún más, la postura interpretativa del Consejo sobre las narcosalas es más difícil de justificar después de septiembre del 2002 y que saliera un documento restrictivo preparado por la Sección de Asuntos Legales del UNDCP. Flexibility of Treaty Provisions as Regards Harm Reduction Approaches fue la respuesta a una petición del Consejo durante su sesión 74 y da una visión general del tema. Dice que la mayoría de las medidas de reducción de daños, incluidas las “narcosalas”, “programas de tratamiento con sustitución” e “intercambio de jeringas”, se pueden ver como legalmente aceptables (8). El documento también decía que hay nuevas amenazas como “el creciente número de infecciones de VIH por vía parenteral” que hace que los gobiernos busquen nuevas estrategias. “También se podría argumentar que los acuerdos de control de drogas, como son ahora, no están sincronizados a la realidad ya que cuando se hicieron, no se podía prever estas nuevas amenazas”. “El Consejo”, concluye, “tiene suficiente mandato bajo los Acuerdos para revisar estas políticas (de reducción de daños, locales y regionales) y su implementación y en casos en que sin duda (énfasis añadido) se rompen los Acuerdos, el Consejo actuará y pondrá remedio al problema” (INCB 2002ª). Con lo cual, cuando se lee al mismo tiempo que la opinión de UNDCP Sección de Cuestiones Legales, la posición del Consejo sobre las narcosalas parece difícil de justificar.
(ii) Uso selectivo de la base de datos

Desde un punto de vista metodológico, es difícil que un documento de la importancia como el informe del Consejo incorporara un gran abanico de referencias de investigación publicada relevante. Pero, dado el rol influyente del Consejo dentro del control del sistema de drogas de las Naciones Unidas, sería razonable esperar que las afirmaciones que hace deberían estar apoyadas por una investigación relevante. Pero a veces, afirmaciones claves no tienen evidencia para corroborarlas. 
En el informe del 2003, por ejemplo, “El Consejo llama a los gobiernos que tienen intención de incluir medidas de “reducción de daños”en su estrategia de reducción de la demanda, de analizar cuidadosamente los posibles impactos de tal estrategia…” El Consejo dice que estas medidas “podrían a veces ser positivas para un individuo o para una comunidad local pero que tengan un impacto negativo a nivel nacional o internacional (INCB 2003). De la misma manera, el prólogo del informe dice que “a veces lo que se llaman enfoques en ‘reducción de daños’, causan más problemas de los que dicen reducir” (INCB 2003). Sabiendo que el tema de la reducción de daños está muy cuestionado dentro del sistema de control de drogas de las Naciones Unidas, es desafortunado que estas afirmaciones, incluyendo cláusulas sobre las consecuencias positivas y negativas de las medidas de reducción de daños, no tengan referencias a las últimas investigaciones. 
Otras secciones del informe del 2003 son aún más problemáticas en relación a la presentación y el asesoramiento de algunas medidas de reducción de daños. El informe mira de una manera crítica a esos países que piensa que están violando los Acuerdos al tener narcosalas dentro de sus fronteras. Alemania, sobre todo, ha recibido muchas críticas del Consejo que dice que “según los datos recogidos por el gobierno, hay muy poca evidencia de que las narcosalas ayudan a los drogadictos a comenzar tratamiento y que su existencia ayuda a reducir las muertes relacionadas con el consumo” (INCB, 2003, p.78). Aunque esto sea verdad en este momento, es engañoso el presentar estos resultados de los datos alemanes como si fueran aplicables a nivel internacional. En un estudio sobre las narcosalas por el European Monitoring Centre for Drugs and Drug Addiction (EMCDDA) lanzado al mismo tiempo que el informe del Consejo, asesora la intervención en términos muy diferentes. TheEuropean Reporto on Drug Consumption Rooms concluye con, entre otras cosas que: 
Llegan a una población de usuarios problemáticos con problemas de salud y sociales. Ofrecen un ambiente higiénico para el uso de drogas y para los que van de una manera frecuente, disminuye la exposición al riesgo de enfermedades infecciosas. Las narcosalas contribuyen a reducir los riesgos entre los clientes y aumentar acceso a la población difícil de contactar para los servicios sanitarios, bienestar y tratamiento de drogas. Dan ayuda inmediata en caso de urgencias de sobredosis y pueden hacer una contribución a la reducción de muertes por sobredosis (EMCDDA 2004). 
Es significativo tomar nota que las conclusiones del informe del EMCDDA del 2004 hacen eco y expanden sobre la evidencia dictada en el informe de esa organización del 2002 (EMCDDA 2002).
De la misma manera, el uso selectivo de base de evidencia disponible se puede ver con otro tema conflictivo: la política del gobierno de Holanda sobre el canabis. Por ejemplo, en informes recientes, el Consejo ha dicho descaradamente que “la separación de mercados” es una “política fracasada” (INCB 1995) y critica el gobierno regional alemán por “decir incorrectamente que la política de los ‘coffee-shops’ en Holanda había sido positiva” (INCB 1996). Mientras, por supuesto, permitía tener un punto de vista crítico sobre las políticas liberales de Holanda. Es desafortunado que es estas situaciones el Consejo decide no utilizar la investigación disponible para justificar su posición. Estos ejemplos no son aislados.
Un análisis de la posición de los ensayos suizos con heroína a finales de los 1990 da una idea muy buena del problema fundamental de Consejo sobre el uso de la base de evidencia en la construcción de sus informes. Durante varios años, como era de esperar, los informes del Consejo han comentado sobre los ensayos suizos de heroína con receta. La relación tensa entre la práctica y la ética prohibicionista de los Acuerdos han asegurado que, mientras admitían que estaban dentro de la ley internacional, el Consejo ha consistentemente adoptado una posición cautelosa. Por ejemplo, en el informe de 1999, subrayó los problemas con los estudios suizos (INCB 1999). Esta es una cuestión también analizada por muchos analistas relacionados a las políticas de drogas. Por ejemplo, en Drug War Heresies, Robert MacCoun and Peter Reuter dan una visión general de los estudios hechos en ese momento y discuten los problemas para evaluar los beneficios de estudios que no están bien diseñados (MacCoun & Reuter 2001). En asesorar la reacción a los estudios suizos de heroína en general, MacCoun and Reuter hacen un análisis de la actitud del Consejo. Dicen: “En vez de entusiasmo por los resultados prometedores de los ensayos, el punto débil de la evaluación fue utilizado para hacer acusaciones de irresponsabilidad. No hubo reconocimiento de que políticas actuales, en particular el llevar a cabo medidas de prohibición, no tienen mucha base de datos apoyándoles (énfasis añadido)” (MacCoun & Reuter 2001). 
Efectivamente, al leer los recientes informes, vemos que mientras el Consejo pide justificación científica de gobiernos que están siguiendo estrategias que se salen un poco de las políticas de prohibición (como por ejemplo el uso médico del canabis en Canadá y en Holanda, INCB 2005), no da fe de la existencia de investigación sobre la eficacia de las políticas dominadas por el cumplimiento de la ley. El Consejo admite que las estrategias de justicia criminal necesitan estar integradas con los otros programas que tienen como objetivo reducir la demanda. Pero no refleja la realidad admitiendo los posibles problemas con tal enfoque. También, de la misma manera de que los informes anuales a veces dan por hecho evidencia sobre políticas como la de las narcosalas, utilizan la evidencia de una manera asimétrica sobre el cumplimiento de la ley. (9) Por ejemplo, frases en el informe del 2004 tales como “los esfuerzos de prohibición funcionan mejor interrumpiendo los mercados ilegales y la fuente de la oferta”, no tienen mucho sentido cuando se contrastan con la evidencia disponible sobre la eficacia de las políticas de prohibición y de las ofertas (por ejemplo, Boyum and Reuter 2005).
(iii) Enfoque selectivo del tema
El Consejo explica que su informe anual es una “encuesta extensa de la situación sobre el control de drogas en varias partes del mundo” (http://www.incb.org/incb/en/mandate.html). Como visto anteriormente, los informes, en general, cubren muchos temas y son equilibrados. Como sería de esperar, la situación cambiante a nivel global influye en el que algunos temas, como el de la situación en Afganistán en 2004, reciba más espacio que otros. Pero se podría argumentar que los temas surgen debido a la manera que el Consejo decide dar importancia o, en otros casos, quitar importancia a ciertos temas. Esto pasa sobre todo con el tema de la disidencia. 
En el prólogo del informe anual del 2002, el entonces presidente del Consejo, Dr.Philip O.Emafo, lanza lo que se ha llamado un “fuerte ataque” (TNI 2003 b) contra los grupos “que apoyaban la legalización o descriminalización de los delitos relacionados a las drogas” a favor de “una cruzada enfocada sólo en ‘minimización del daño” o ‘reducción de daños’”. Dr. Emafo dice que los que apoyan tales políticas “persiguen sus objetivos a través de campañas agresivas y bien financiadas con una pasión de misioneros” (INCB 2003). Este punto ha sido puesto en cuestión por algunos de los grupos a los cuales Dr.Emafo se refiere. El Programa de Drogas y Democracia, una ONG basada en Ámsterdam, el Transnacional Institute (TNI), con razón, pregunta que quién son estos “misioneros” de la reducción de daños. La eficacia de las estrategias de reducción de daños, tales como las narcosalas, mencionadas antes, no sólo están reconocidas por la Unión Europea en base a los estudios que ha hecho el EMCDDA si no también por algunas agencias de las Naciones Unidas (TNI 2003b). El tema de la disidencia en los informes del Consejo también se ha puesto en cuestión por la organización, Release, basada en el Reino Unido. Mirando a las frases utilizadas en el informe del 2003, Release se refiere al capítulo 1 del informe de 1997, “Previniendo Abuso de Drogas en un medioambiente de promoción de drogas ilegales”, concluye que “el Consejo no vio con buenos ojos los que proponían respuestas heterodoxas hacia el uso de drogas ilegales” (Hallam, 2004). Sin duda, el Profesor Ghodse admitió que el Consejo “regañó” lo que él creía que era “una cultura creciente de ‘buen-rollo con las drogas’” en el informe de 1997 (Ghkodse 1998). Esta actitud llevó a un ex agente de control de drogas de las Naciones Unidas a creer que los miembros del Consejo se creían ser “unos comentaristas sociales” (White, comentario personal, mayo 2002). En este y en otros casos, se podría decir que el Consejo sólo está haciendo su trabajo en describir la situación global. Pero la falta de claridad y el uso de lenguaje emocional a propósito cuando se respondía a críticas del Acuerdo, no ayudan a apoyar la idea de que el Consejo es imparcial. Esto es especialmente el caso cuando al tema en cuestión se le da importancia en el prólogo del informe. Claro que a tales desequilibrios estructurales se añade la manera en la que le Consejo muestra apoyo a favor de los sistemas de control más duros. En el prólogo del informe del 2003, por ejemplo, el Dr.Emafo dice: “El apoyo que los acuerdos internacionales de control de drogas tiene entre la sociedad civil se hizo evidente en abril del 2003 con más de 1,3 millones de firmas de gente corriente (énfasis añadido) de 60 países representados en al Director Ejecutivo de la Oficina de Drogas y Crimen y al Director de la Comisión de las Drogas Narcóticas” (INCB 2003). Aunque no se cuestiona los números utilizados, es interesante tomar nota de que en ese tono neutral no se mencionan las campañas que ponen en cuestión ciertos aspectos de los Acuerdos. De la misma manera, el informe del 2003 dice: “En abril del 2003, el Parlamento Europeo rechazó un informe que contenía una propuesta para enmendar los acuerdos internacionales de control de drogas. En cambio, el Parlamento Europeo pidió una implementación de los acuerdos que reafirmó el rol central de prevención de abuso de drogas (INCB 2003, párrafo 520). En ningún momento el Consejo indica que la propuesta fue derrotada por poco. 
Es también interesante comparar tal enfoque con la manera que los informes hablan de políticas que son polémicas y son criticadas pero no cuestionan la cultura prohibicionista de los acuerdos. Por ejemplo, aún con la preocupación internacional sobre lo que parecían ser violencia y matanzas sancionadas oficialmente (Human Rights Watch 2004), la llamada “guerra sobre las drogas” en Tailandia recibió poca atención crítica en el informe del 2003. El Consejo tomó nota de que “…mientras el gobierno dice que la campaña fue un éxito en reducir el problema de drogas, sus efectos secundarios no deseados han sido muy criticados. El Consejo ha pedido al gobierno que le informe de los resultados de la campaña que, se espera, será sostenible” (INCB 2003). Después de una visita del Consejo a Tailandia en mayo 2004, el informe de ese año dijo que “apreciaba” los esfuerzos de las autoridades del gobierno Tai de investigar las matanzas y que “esperaba que el gobierno le siguiera informando sobre el progreso de esas investigaciones” (INCB 2005). Dado que la intensidad de las criticas hechas a los gobiernos por sus programas de mantenimiento con heroína (MacCoun & Reuter 2001) o por las narcosalas y campañas liberales sobre el canabis, la posición del Consejo sobre la situación en Tailandia parece muy sorprendente. Se puede deducir que en el autocontrol de los comentarios del Consejo sobre la situación en Tailandia se estaba respetando la autonomía tailandesa. Esta explicación es problemática cuando se mira en el contexto de los comentarios del Consejo sobre los otros temas que se meten en las cuestiones internas de gobiernos independientes; algo que se discutirá más adelante. Una situación similar existe sobre la política polémica del las fumigaciones aéreas en Latino América. El Consejo menciona las fumigaciones como parte de su narrativa anual sobre la región, pero no llama la atención a los posibles efectos secundarios o “daños colaterales”. Por ejemplo, investigación reciente sugiere que la estrategia de fumigación en Colombia no sólo es ineficaz si no que también es contraproducente en términos de derechos humanos. La política ha destruido la manera de ganarse la vida de miles de campesinos que no tienen una alternativa económica a cultivar cultivos ilegales y ha puesto en riesgo su salud y la del medio ambiente (Ramírez Lemus, Stanton, Walsh, 2005). 
Concluyendo con este punto, es importante hacer referencia a los comentarios del informe de 1971. Se ha dicho que el lenguaje mostraba “una cierta insularidad; una falta de ver las cosas en su proporción real. El área de uno se ve como la única importante, dándole más importancia de la que sería razonable darle. Su seriedad se exagera lo cual distorsiona la manera de ver las cosas”. (Bruun, Pan and Rexed 1975). Estos comentarios se pueden aplicar a la tendencia del Consejo de enfocarse selectivamente sólo sobre esos “puntos flojos del sistema de control de drogas global” que surgen de políticas más tolerantes. 
(iv) Un mandato excesivo
Es importante que el Consejo funcione dentro de los términos del mandato que les han sido dados por los Acuerdos de monitorizar la conformidad nacional a los Acuerdos. Comentarios que van más allá de su mandato pueden sabotear sus observaciones legítimas y sus recomendaciones y que tienen el potencial de poner al Consejo en conflicto con los valores fundamentales de las Naciones Unidas. 
Se dijo anteriormente que en su informe del 2004, el Consejo felicitó a Dinamarca en su decisión de no establecer narcosalas. Se ha dado entender que esta decisión en política se tomó después de que el Consejo criticara la propuesta (Mann 1999, Wolfe & Malinowska-Sempruch 2004). Como las narcosalas no van en contra los Acuerdos, es razonable argumentar que el influir la política doméstica sobre este tema ha sido un exceso del Consejo en su mandato en relación al respeto por la soberanía nacional (Bewley-Taylor 2005). Como dice el informe del 2003 del TNI, La Cruzada Desigual del INCB, “mientras el Consejo explica las limitaciones que los Acuerdos imponen a los países por un lado, ignora las limitaciones de los Acuerdos en relación sobre la interferencia con soberanía y autonomía de países miembros en construir su política de drogas nacional” (TNI 2003b). El TNI examina muy bien la posición del Consejo sobre el tema del consumo y posesión personal de drogas controladas y su relación con la soberanía nacional. Se argumenta que: “El Consejo, en su informe anual, confunde, a propósito temas de posesión y uso y sermonea a los gobiernos que descriminalizan el uso y la posesión para el uso dentro de su sistema legal cada año”. Los autores continúan:
“El Consejo está mal interpretando los Acuerdos y va más allá de su mandato cuando intenta influir o controlar las políticas internas de gobiernos sobre el uso de drogas controladas, sobre todo cuando un gobierno toma una posición diferente a la del Consejo, o cuando individuos del Consejo toman posiciones en cuestiones de salud pública, prevención de crimen, práctica clínica o reducción de la demanda de drogas ilegales. El Consejo, a menudo, condena políticas de estados soberanos en estas áreas, aún cuando no está cualificado para comentar” (TNI 2003b. También ver Fazey, 2002).
Otra situación en la que el Consejo va más allá de su mandato en su informe anual tiene que ver con el uso médico del canabis. En su informe del 2003, el Consejo dice que los Acuerdos dejan la definición del término “para uso médico o científico” a los que tratan este tema (INCB 2003). Pero, como ya se ha dicho antes, aún con su propio uso selectivo de la evidencia, en el mismo informe, el Consejo pone la responsabilidad sobre los gobiernos para que “no dejen que se utilice para usos médicos al menos que haya resultados conclusivos de investigación indicando su utilidad médica” (INCB 2003). Como dice el TNI, “No es el rol del Consejo el decidir si los resultados científicos son ‘conclusivos’ sobre si el canabis tiene utilidad médica. No está en su mandato ni en su competencia”. El tomar una posición sobre la expresión “uso médico o científico”, como está utilizado en los Acuerdos, “es tomar una posición política” (Fazey 2002 & TNI 2003b).
¿EL CONSEJO COMO GUARDIAN DE LOS ACUERDOS?
Los puntos débiles que se exponen aquí no favorecen la integridad de los informes anuales del Consejo. Esto es desafortunado ya que sus deficiencias restan de sus puntos fuertes. Aún más importante: ya que se dice que los informes del Consejo dan “una valiosa visión de los valores y creencias del enfoque del Consejo en cómo se enfrenta a problemas”, (Bruun, Pan & Rexed 1975) tiene sentido sugerir que las deficiencias en los informes recientes son indicativas de los puntos débiles del funcionamiento del Consejo en sí. 

Desde ya el principio de los años 70 se vio que el Consejo estaba más predispuesto a tomar “una posición en cuestiones de política”. Los autores de The Gentlemen’s Club observó que el informe del Consejo de 1972 era “un buen ejemplo de la nueva actitud de dar opiniones sobre la circunstancias y las consecuencias del uso de drogas” (Buun, Pan & Rexed 1975). 
Aún así, la evidencia examinada aquí indica que el Consejo, en los últimos años ha ido más allá de sencillamente dar opiniones. En algunos temas, sobre todo en algunos aspectos de la reducción de daños, el Consejo ha sobrepasado su rol. El que informes anuales recientes sean, en general, extensos y exactos, sugiere que a veces el Consejo está distorsionando la realidad para legitimizar su propia interpretación de los Acuerdos. Cuando se asesoran al mismo tiempo que se ven en los informes sugerencia para animar a estados soberanos a adherirse a sus interpretaciones, se puede decir que el Consejo está actuando más como un guardián que como un observador de los Acuerdos. (10) Como observador de los Acuerdos, el Consejo debería monitorizar la situación de las drogas en el mundo y subrayar cualquier tensión que surja entre las políticas nacionales de drogas y los Acuerdos. El Consejo no debería actuar como observador si utiliza sus informes anuales para defender los Acuerdos de una manera que muestra la realidad de forma inconsistente, que toma partido ni que politiza su rol. Que el Consejo a veces actúa como un guardián en vez de un observador también se puede ver en el tono y el contenido de otros documentos del Consejo sobre las políticas de desarrollo. La crítica de la decisión del gobierno del Reino Unido de reclasificar el canabis fue más allá de cualquier comentario aceptable. Como dijo el Secretario de Estado, Bob Ainsworth, en una carta al secretario del Consejo, el Consejo utilizó lenguaje alarmista, dejó de lado cualquier referencia científica sobre la decisión de reclasificar y presentó la decisión de una manera engañosa a la prensa (Ainsworth 2003, Travis 2003). 
La investigación sugiere que desde su creación, la disponibilidad del Consejo para dialogar ha fluctuado (Interview Bayer, octubre 2005). Es cierto que bajo la presidencia de Sir Harry Greenfield (1968-1973) (11) el Consejo tomó una posición que se puede describir como una de “intentar una ‘diplomacia tranquila’” (McAllister 2000). Parece que el cambio en el rol de Consejo de observador a guardián ha ocurrido durante los últimos diez años más o menos. Con lo cual no es una coincidencia que es durante este periodo cuando se ha empezado a cuestionar la visión original de Consejo. Para apoyar este punto, debemos mirar al capítulo temático del informe de 1994, “Visión global: Evaluación de la eficacia de los Acuerdos de Control de Drogas Internacional”. Este capítulo contiene una sección intitulada: “Posibles futuros cambios en el control de los Acuerdos internacionales de drogas”. Como sugiere el subtítulo, aunque no se discutieron enmiendas sustanciales, el Consejo estaba dispuesto a considerar la posibilidad de hacer cambios en ese momento al sistema de tratados. Es verdad que la mayoría de los puntos de discusión estaban enfocados en solidificar el marco prohibicionista de los Acuerdos. Aún así, el Consejo recomendó que el conflicto entre las necesidades del Acuerdo de 1961 y “los puntos de vista y legislaciones de países en los que la hoja de la coca es legal, deberían ser solucionados”. Decía que: “Existe la necesidad de hacer una revisión científica para asesorar el hábito de masticar la hoja de la coca y el de beber el té de coca” (INCB 1994). Pero en su rol como monitor de los Acuerdos, el Consejo no insiste en la prohibición del uso de la coca. La disponibilidad del Consejo de asesorar las ambigüedades significativas y, cuando es necesario, sugerir alternativas a los Acuerdos también es obvio en el suplemento al informe del año 1994. También aquí hay discusión, en más profundidad, sobre las áreas en las cuales “se necesita clarificación”, incluyendo “una necesidad para clarificar las ambigüedades” sobre la hoja de coca (INCB 1994ª, también Bayer 2004).
Pero sólo tres años después, el informe del Consejo contenía lenguaje emocional sobre los fanáticos con “espíritu misionero”; un tono defensivo que ha caracterizado la actitud crítica del Consejo hacia cualquier desviación de su interpretación de lo escrito o del espíritu de los Acuerdos. Esto era en contraste con las ideas abiertas sobre una posible revisión a los sistemas de control internacionales de drogas expresados por el Consejo en el World Drug Report de 1997. Mientras ese informe no tomo en consideración la dimensión política de comenzar a hacer cambios en los Acuerdos (ver Bewley-Taylor 2003ª), dijo que “Las leyes – aún las de los Acuerdos internacionales – no están escritas en piedra y se pueden cambiar cuando sea el deseo democrático de las naciones” (UNDCP 1997). Además, como se dijo antes, para el 2002, la División de Cuestiones Legales del Consejo ya hizo la sugerencia que los Acuerdos podrían “no estar en sintonía con la realidad”. Todo esto lleva a plantear una pregunta importante. ¿Por qué el Consejo ha sido tan poco flexible ante las tensiones crecientes problemáticas entre algunos aspectos de los Acuerdos y la realidad de las políticas de drogas nacionales en muchas partes del mundo?
Posibles Razones para la transición del consejo de observador a guardián
El delicado trabajo del Consejo, sobre todo en relación a ayudar a monitorizar los mercados ilegales de drogas, hace que cierto nivel de secretismo sea necesario y esperado. Desafortunadamente, como ya se ha dicho en otro momento, este secretismo y manera de funcionar cerrada de las reuniones hacen que sea difícil analizar cómo trabaja el Consejo (Bruun, Pan y Rexed 1975). Por ejemplo, las notas de las reuniones del Consejo o sus comunicaciones con los gobiernos nacionales no están abiertas a revisión pública. Aún así, aún con toda esta evidencia, es posible sugerir unos cuantos factores interrelacionados que pueden explicar por qué el Consejo se ve como el que se hace cargo de los Acuerdos en vez de monitorizar la situación. Estas razones incluyen la fuerza de ciertas personalidades que constituyen esta organización de 13 individuos, la influencia del enfoque de prohibición de ciertos estados a través de algunos miembros individuales (aunque se supone que los miembros actúan a nivel individual) y la edad de los que componen el “Grupo de Pensadores” que afectan las decisiones del Consejo. Aunque cualquier combinación de estos factores pueden ser la causa, lo más probable es que el variable más importante es la relación del Consejo con el CND. 
Se ha discutido, durante años, que los estados miembros en el CND no se han ocupado de los temas difíciles de las políticas, prefiriendo reuniones anuales sin confrontaciones (entrevistas con Bayer, octubre 2005, y White enero 2006). Por ejemplo, sólo ha sido recientemente que el tema de reducción de daños ha sido el tema principal para los delegados del CND en las reuniones de Viena. El resultado de esta falta de dirección del CND se puede interpretar de varias maneras. Se podría decir que el Consejo ha sido puesto en una posición en la que se siente forzado a defender los Acuerdos ya que las naciones estados no han hecho un esfuerzo en ocuparse de las tensiones e inconsistencias. Sin desestimar las complejidades políticas del funcionamiento de la Comisión, si el CND hubiera clarificado la flexibilidad dentro de los Acuerdos, definido reducción de daños o ampliado es espacio político a nivel nacional, el Consejo se podría haber ocupado mejor de monitorizar los Acuerdos. De esta perspectiva, el Consejo está pillado entre la acción de los gobiernos al nivel nacional y la inacción de esos mismos gobiernos en el foro internacional del CND. Alternativamente, como algunos han sugerido, en vez de llenar el vacío que deja el CND, el Consejo ha intentado aumentar su influencia, a propósito, sobre el sistema de control de drogas de las Naciones Unidas. Por ejemplo, se ha dicho que: “Claramente, con los años, el Consejo ha aumentado su rol más allá de lo decidido en los Acuerdos, hasta ir más allá del rol de la Comisión sobre Drogas Narcóticas (CND)”. El Consejo, deliberadamente y sistemáticamente “aumentado su rol más allá de lo que se le había dado” (Fazey 2002). Se ha dicho que en las reuniones durante los años 1990, los socios del Consejo, a veces se han referido a ellos mismos como los guardianes de los Acuerdos (entrevista telefónica, Profesor Cindy Fazey, enero 2006).  Este comportamiento va más allá de los primeros años del Consejo. Entonces, cuando el Consejo presentaba su informe anual en las reuniones del CND, el presidente del Consejo, Paul Reuter, siempre concluía con: “Señores, ustedes son los jueces” (entrevista, Bayer, octubre 2005). Es posible sugerir que la verdadera naturaleza de la relación entre estos dos organismos es una combinación de las dos hipótesis. 

CONCLUSIÓN
Dependientemente de cómo quiera uno explicar el punto de vista actual del Consejo, la expansión los poderes del Consejo hasta llegar a ser guardián de los Acuerdos, se ve como algo que puede ser potencialmente dañino a varios niveles. 

i) Como el Consejo tiene mucha importancia en establecer el tono de la discusión sobre las políticas a nivel internacional e influye sobre los debates dentro de las naciones estados, se puede decir que el Consejo está frenando la expansión de lo que es, dentro de los términos de los Acuerdos, políticas legítimas experimentales. Esto sigue siendo el caso aún en cuando hay evidencia de la eficacia de muchos enfoques que no se podían prevenir cuando se escribieron los Acuerdos. 

ii) En preferir defender los Acuerdos en su totalidad en vez de subrayar las áreas de tensión como observador, el Consejo está frenando la evolución de los acuerdos de control de drogas y está poniendo en peligro su relevancia en un mundo contemporáneo. Haciendo eso, se está generando más tensiones entre esos países que quieren utilizar la flexibilidad de los Acuerdos, partes del sistema de control de drogas de las Naciones Unidas y los Acuerdos en sí. 

iii) La defensa del Consejo de todos los aspectos de los Acuerdos como los percibe en este momento, sabotea su propia importancia dentro del sistema de control de drogas de las Naciones Unidas. Hay un peligro de que las opiniones del Consejo parecerá irrelevante si continúa a meterse en debates y mantiene posiciones como el rígido guardián de los Acuerdos ya que los Acuerdos parecen estar menos en sintonía con la realidad. Tal posible pérdida de credibilidad está relacionada con el aumento del tema de las drogas ilegales como preocupación entre varios gobiernos y el cambio del Consejo a ser un organismo poco conocido a uno en el que tienen buena cobertura mediática e impacto para cambiar influir sobre políticas nacionales. Esta situación posiblemente pueda empeorar ya que algunos de los mensajes del Consejo son puestos en cuestión por sectores de la Sociedad Civil más y más sofisticados y bien informados. Esto sería desafortunado ya que el Consejo juega un rol importante, especialmente en monitorizar el uso drogas legales y en identificar nuevos patrones de uso de las drogas ilegales. Paradójicamente, en llenar el vacío que deja el CND, el Consejo se está saboteando sus propios credenciales defendiendo lo que parece para muchos no puede ser defendido.  
(5) Esto es según el Artículo 15 del Acuerdo del 1961. El informe anual del Consejo está suplementado por informes técnicos sobre drogas narcóticas y psicotrópicas. Estos informes dan una estimación de las necesidades anuales legítimas de cada país aparte de la producción legal, fabricación, importación y consumo de estas drogas por el mundo. El informe anual también incluye el informe del CND sobre la implementación del artículo 12 del Acuerdo de 1988. Este contiene un análisis de medidas que los gobiernos han tomado contra el desvío de percusores y materiales químicos necesarios y tendencias en el tráfico ilegal de estas sustancias en el mundo. (http://incb.org/incb/en/annual-report.html
(6) Por ejemplo: “Alemania da el visto bueno a las narcosalas: Los heroinómanos pueden inyectarse desde la calle al menos que la ONU lo impida”, Salon, 13 de marzo 2000 y Imagen Foulkes, “El organismo de drogas de la ONU pega a Suiza”, Swissinfo/SRI, 4 de marzo del 2004.
(7) Se ha visto que hay una confusión entre enfoques de abstinencia, intercambios de jeringas y tratamientos sustitutivos en el informe del Consejo de 2003. (Hallman 2004).
(8) El excepción siendo “control de la calidad de la droga”, o sea, análisis de pastillas. Esto se ve como más problemático en relación al espíritu de los Acuerdos.

(9) También es interesante tomar en nota de que el informe del 2002, vio que el Consejo citaba investigación dudosa sobre el éxtasis y animaba a los gobiernos a utilizar esa información en sus “actividades de prevención de abuso de drogas”. (INCB 2002).

(10) El uso de esta terminología está basada en las observaciones de Neil Boister que ha dicho que el CND, el UNDCP y el Consejo tienen el rol colectivo de implementar el control de drogas internacional. “No se consideran como guardianes si no como monitores” (Boister 2001).

(11) Greenfield fue el presidente del Consejo Central Permanente sobre el Opio, que fue el predecesor del Consejo desde 1953. La cita se refiere a los años 1953 a 1973.
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